VIVIENDAS: NECESIDAD IMPERIOSA Y ESCASA RESPUESTA OFICIAL
   El acceso a una vivienda digna figura entre los derechos humanos fundamentales de las personas
, además de estar consagrado por nuestra Constitución Nacional
. No obstante, como muchos otros derechos básicos que debería garantizar la sociedad a todos sus habitantes, en la Argentina brilla por su ausencia. 

   A pesar de las tasas inéditas de crecimiento económico que vivió nuestro país desde el año 2003, y del notable incremento de la construcción de viviendas (motorizadas por el sector privado de altos ingresos)
, el déficit estimado actual afecta a tres millones y medio de familias, donde la falta de unidades nuevas llega a los dos millones y medio, cifra que se incrementa cada año en alrededor de 120 mil viviendas
.
   Una respuesta histórica que el Estado Nacional intentó dar frente a las necesidades de los sectores de menores ingresos (medios y bajos), fue la construcción de viviendas sociales. En el año 1972, se creó por ley el FONAVI (Fondo Nacional de Vivienda)
, con el objetivo de contar con los recursos adecuados para contrarrestar y disminuir el déficit habitacional de tales estratos poblacionales, vinculando su operatoria con los Institutos Provinciales de Vivienda. En el año 1977 
 se sancionó una nueva norma que precisa y enmarca las actividades del Fondo (y que deroga la vigente hasta entonces). 
   Leyes posteriores fueron modificando el texto inicial, en especial en el año 1995 
, donde se introducen cambios sustantivos en relación a la integración de los recursos del FONAVI, reemplazando la recaudación vía aportes sobre las remuneraciones por un porcentaje sobre los ingresos provenientes del Impuesto a los Combustibles Líquidos y al Gas Natural. A la vez se establece la garantía de un monto mínimo mensual equivalente a $ 75 millones (lo que significa una suma mínima anual para viviendas del FONAVI de $ 900 millones, que el Estado Nacional debe distribuir entre todas las provincias argentinas).
   Ese ‘piso’ de garantía mínima era levemente inferior a la suma que efectivamente se transfirió a las provincias durante el año anterior (1994), de $ 900.123.708.-, cuando el valor de nuestra moneda era de 1$ = 1 U$U. Pero es de destacar que en el mismo año que se estableció la garantía, la cifra de transferencias del FONAVI alcanzó apenas la suma de $ 741.259.176.-, es decir que no se cumplió lo establecido por el nuevo texto legal. Y hasta el año 2007, sólo en 1996 se superó el piso mínimo de garantía de los fondos que la Nación debía girar al conjunto de las provincias para cumplir con la ley vigente.

   Sin embargo, una nueva modificación legal en abril del 2002 
, uno de los ‘Pactos fiscales’ que modifica la relación financiera entre la Nación y las Provincias, deja “sin efecto todas las garantías establecidas con anterioridad sobre los niveles a transferir por el Gobierno Nacional”. A la vez, el Anexo A de la referida norma, dispone que “los recursos tributarios asignados a regímenes especiales de coparticipación” (entre los cuales se cuentan los del FONAVI), “constituirán ingresos de libre disponibilidad para las jurisdicciones partícipes”. 

   Con estas reformas se producían dos hechos que iban a afectar negativamente la situación de financiación de las viviendas sociales vía los fondos del FONAVI: por un lado, el Estado Nacional se desentendía del piso mínimo de recursos a girar a las Provincias para financiar las viviendas; y por el otro, la ley les daba libertad a los gobiernos provinciales para utilizar los fondos del FONAVI con mayor discrecionalidad.
   Resultado de esta situación, podemos mencionar la abrupta caída en la cantidad de viviendas terminadas que son financiadas por fondos provenientes del FONAVI, al igual que la escasez de los recursos transferidos a las provincias, que muestran para el período 1995 a 2007 la siguiente evolución (en pesos corrientes)
:

	Año
	Viviendas terminadas 

	Transferencias Fonavi

A todas las Provincias
	Transferencias Fonavi

A la Pcia. de E. Ríos

	1995
	38.361
	741.259.276
	29.630.088

	1996
	41.606
	976.465.814
	38.471.772

	1997
	45.820
	894.947.460
	34.979.851

	1998
	49.585
	896.683.442
	35.063.031

	1999
	48.359
	718.798.443
	28.110.829

	2000
	36.581
	874.773.648
	34.194.886

	2001
	28.405
	672.453.166
	26.288.077

	2002
	19.829
	532.690.927
	20.903.150

	2003
	24.502
	548.146.245
	21.377.702

	2004
	20.205
	543.433.571
	21.193.823

	2005
	20.713
	585.575.240
	22.837.434

	2006
	12.387
	679.258.306
	26.491.074

	2007
	11.545
	849.931.580
	33.147.332


   Como se observa en el cuadro anterior, hacia finales de la década del ’90, se llegaron a terminar casi 50 mil viviendas por año, lo cual estaba muy alejado del déficit habitacional existente, y muy por debajo aún del incremento anual del mismo. Pero lo más grave de todo es que esa cifra disminuyó drásticamente, para caer casi al 20 % en el año 2007.
   Este contraste se puede ver con más claridad si comparamos las viviendas terminadas en el año 2001 (de la casi desintegración económica del país, al final de la convertibilidad) que fueron un 150 % superior a las finalizadas en el año 2007 (luego de la extraordinaria y sostenida recuperación producida desde el 2003), cuando además se supone que las necesidades de viviendas han aumentado sustancialmente.

   Es explicable la fuerte caída evidenciada en la cantidad de viviendas terminadas por año, ya que acompaña la fuerte reducción de fondos que la Nación gira al conjunto de las Provincias argentinas, y que en el caso de Entre Ríos muestra una caída en términos reales de más de un 55 % desde el año 2001 al año 2007 (considerando los valores ajustados según el índice general de los precios de la construcción).

	Año
	Transferencias a E. Ríos 


	2001
	26.288.077

	2002
	16.513.488

	2003
	14.665.103

	2004
	12.739.607

	2005
	11.921.140

	2006
	11.523.617

	2007
	11.999.334

	
	


Conclusiones
   Las cifras anteriores son elocuentes por sí mismas, y son un claro reflejo de la situación lamentable de carencia de viviendas que viven millones de familias argentinas, que se encuentran ante un panorama que es imposible que puedan solucionarlo con recursos propios, a quienes no les alcanzan sus ingresos siquiera para satisfacer necesidades más elementales como la alimentación.

   También son un claro reflejo de la absoluta falta de respuesta del gobierno nacional, que en los últimos quince años ha agudizado los problemas habitacionales con políticas equivocadas que revelan no sólo incapacidad de gestión y carencia de proyección estratégica, sino más grave aún una falta de interés en solucionar los graves problemas de la gente, habiendo desperdiciado seis años de extraordinaria bonanza económica.
   Se requiere acciones urgentes y drásticas, que procuren un alivio en los más breves plazos para quienes se encuentran hoy viviendo en condiciones lamentables, de manera de destinar los recursos que sean necesarios para la construcción masiva de viviendas sociales.
� Artículo 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos – ONU 10/12/1948.


� Constitución de la Nación Argentina – Artículo 14 Bis in fine.


� Único segmento de la población con capacidad adquisitiva en condiciones de acceder a la vivienda con recursos suficientes, sea como inversión o para uso propio.


� Datos del Censo Nacional de Población 2001 y de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda


� Ley Nacional 19.929 del año 1970.


� Ley Nacional 21.581 del año 1977.


� Ley Nacional 24.464 del año 1995.


� Ley Nacional 25.570 del año 2002.


� FONAVI – Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Viviendas de la Nación.


� FONAVI y Programas Federales – Conclusiones Generales 2007, Diciembre de 2008.


� Monto a valores ajustados según Índice de precios de la construcción.





